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Modificación de los aspectos fiscales del Régimen Eco-
nómico Fiscal de Canarias, relativas a las subvenciones
no incluidas en la base imponible del Impuesto General
Indirecto Canario, se aplicarán en relación con las que
se acuerden a partir del 1 de enero del año 2000.

Disposición transitoria novena. Mantenimiento del pla-
zo de cinco años para la deducción o compensación
de determinadas cuotas del Impuesto General Indi-
recto Canario.

Uno. Los sujetos pasivos que hubiesen soportado
o satisfecho cuotas del Impuesto General Indirecto Cana-
rio cuyo derecho a la deducción hubiese nacido durante
1995, podrán practicar la deducción de dichas cuotas
conforme a lo dispuesto en el Título II, capítulo I, de
la Ley 20/1991, de 7 de junio, de Modificación de los
aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de Cana-
rias, en las declaraciones-liquidaciones correspondientes
a los períodos de liquidación del año 2000.

Dos. Los sujetos pasivos que tuviesen cuotas pen-
dientes de compensar procedentes de declaracio-
nes-liquidaciones presentadas durante 1995, podrán
practicar dichas compensaciones en las declaracio-
nes-liquidaciones a presentar por el Impuesto durante
el año 2000.

Disposición transitoria décima. Régimen transitorio de
las modificaciones introducidas en los artículos 24
y 98 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del
Impuesto sobre Sociedades.

Las modificaciones de los artículos 24 y 98 de la
Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre
Sociedades, introducidas en la presente Ley, serán apli-
cables a partir de 1 de octubre de 1999.

Disposición transitoria undécima. Régimen transitorio
de la modificación introducida en el apartado 4.o del
artículo 55.1 de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre,
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
y otras Normas Tributarias.

La modificación introducida, en virtud de lo previsto
en el apartado cuatro del artículo 1 de esta Ley, en el
apartado 4.o del artículo 55.1 de la Ley 40/1998, de
9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas y otras Normas Tributarias, surtirá efectos
desde el 1 de enero de 1999.

Disposición transitoria duodécima. Régimen transitorio
de la modificación introducida en el artículo 17.2.a)
de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Normas
Tributarias.

La modificación introducida en el artículo 17.2.a) de
la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tributarias,
por el artículo 1 de esta Ley, será aplicable a los ren-
dimientos devengados desde el día 1 de octubre
de 1999.

A estos efectos, la cuantía del salario medio corres-
pondiente a 1999 será 2.500.000 pesetas.

Disposición derogatoria primera. Derogación norma-
tiva.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
inferior rango se opongan a lo establecido en la presente
Ley.

Disposición derogatoria segunda. Derogación de la dis-
posición transitoria vigésima segunda de la Ley
66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales,
administrativas y del orden social.

A partir de la entrada en vigor de la presente Ley
queda derogada la disposición transitoria vigésima
segunda de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de
Medidas fiscales, administrativas y del orden social,
publicada en el «Boletín Oficial del Estado» del día 31
de diciembre, de manera que a las subvenciones que
no integran la base imponible del Impuesto sobre el Valor
Añadido, acordadas antes del 1 de enero de 1998 y
percibidas a partir de la fecha de entrada en vigor de
la presente Ley, les serán de aplicación las normas con-
tenidas en los artículos 102, apartado uno, 104, apar-
tados uno y dos y 106, apartado uno de la Ley 37/1992,
de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario.

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposi-
ciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución
de la presente Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día 1 de enero
del año 2000.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 29 de diciembre de 1999.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

MINISTERIO
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

24787 REAL DECRETO 1965/1999, de 23 de di-
ciembre, por el que se modifica el Reglamento
de los Impuestos Especiales.

La necesidad de proceder a una modificación del
Reglamento de Impuestos Especiales viene impuesta por
la disposición final cuarta de la Ley 50/1998, de 30
de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del
orden social, que establece que «el Gobierno procederá
a modificar el Reglamento de los Impuestos Especiales,
aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio,
con el objeto de que sea exigible la destrucción de las
precintas de circulación que incorporen los bienes objeto
de los impuestos especiales de fabricación para los que
este documento de circulación sea exigible, en los casos
en que aquéllos se envíen fuera del ámbito territorial
interno que se determine en la Ley 38/1992, de 28
de diciembre, de Impuestos Especiales».

Por otra parte, de acuerdo con una moción del Con-
sejo para la Defensa del Contribuyente, se procede a
fijar explícitamente los plazos en los cuales los proce-
dimientos relativos a las devoluciones previstas en la
Ley de Impuestos Especiales deben resolverse.
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Además, conforme a lo dispuesto en el apartado 1
del artículo 19 de la Directiva 92/12/CEE, del Consejo,
de 25 de febrero, relativa al régimen general, tenencia,
circulación y controles de los productos objeto de
impuestos especiales, se establece la posibilidad de que
el documento de acompañamiento se expida con una
copia suplementaria que sea puesta a disposición de
la administración tributaria con carácter previo al inicio
de la circulación.

Asimismo, se procede a delimitar con mayor claridad
y precisión el contenido de régimen de intervención pre-
visto en los artículos 15 y 18 de la Ley 38/1999, de
Impuestos Especiales.

Finalmente, se introducen otra serie de modificacio-
nes de carácter técnico que vienen aconsejadas por la
experiencia en la aplicación del sistema de impuestos
especiales vigente.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía
y Hacienda, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del
día 23 de diciembre de 1999,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Reglamento de los
Impuestos Especiales.

El texto del Reglamento de los Impuestos Especiales,
aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de julio,
y modificado por el Real Decreto 112/1998, de 30 de
enero, se modifica en el sentido que a continuación se
indica:

1. Al artículo 6, «Normas generales sobre las devo-
luciones», se añaden dos nuevos apartados 7 y 8, con
la siguiente redacción:

«7. Los procedimientos de devolución de cuo-
tas satisfechas por impuestos especiales que se
indican a continuación tendrán, para su resolución,
un plazo máximo de seis meses computado a partir
de las fechas siguientes:

a) En el procedimiento contemplado en el
artículo 5, suministros de carburantes en las rela-
ciones internacionales, el cómputo del plazo indi-
cado comenzará a partir de la fecha en que tengan
entrada en el registro del centro gestor la relación
centralizada a que se refiere el apartado 6 de dicho
artículo remitida por las entidades emisoras de
tarjetas.

b) En los procedimientos contemplados en el
artículo 7, devoluciones por exportación, el cóm-
puto del plazo indicado comenzará a partir de la
fecha de salida efectiva de las mercancías del terri-
torio aduanero de la Unión Europea.

c) En los procedimientos contemplados en los
artículos 8, 9 y 10, devoluciones por envíos al ámbi-
to territorial comunitario no interno, el cómputo del
plazo indicado comenzará a partir de la fecha en
que tenga entrada en el registro de la oficina ges-
tora la solicitud a que se refieren, respectivamente,
los apartados 5, 4 y 4 de cada uno de dichos
artículos.

d) En los procedimientos contemplados en los
artículos 54 y 80, devoluciones por utilización del
alcohol y bebidas alcohólicas en ciertos procesos,
el cómputo del plazo indicado comenzará a partir
de la fecha en que tenga entrada en el registro
de la oficina gestora la solicitud a que se refieren
el apartado 5 del primer artículo citado en el párra-
fo d) del segundo artículo citado.

e) En los procedimientos contemplados en los
artículos 109, 110 y 111, devoluciones por uti-

lización de hidrocarburos en ciertos usos, el cóm-
puto del plazo indicado comenzará a partir de la
fecha en que tenga entrada en el registro del órgano
competente para su tramitación la solicitud a que
se refieren, respectivamente, los apartados 4, 8
y 5 de cada uno de dichos artículos.

f) En el procedimiento contemplado en el ar-
tículo 124, devolución por reciclado o destrucción
de labores del tabaco, para el caso contemplado
en el apartado 5 del mismo, el cómputo del plazo
indicado comenzará a partir de la fecha en que
tenga entrada en el registro de la oficina gestora
la solicitud a que se refiere el apartado 1 de dicho
artículo.

Sin perjuicio de la obligación de la Administra-
ción de dictar en todos los casos resolución expre-
sa, en los supuestos contemplados en el presente
apartado las solicitudes de devolución se enten-
derán desestimadas cuando no haya recaído reso-
lución expresa en el indicado plazo.

8. En los procedimientos de devolución con-
templados en los artículos 55, 112 y 124, relativos
a la reintroducción en fábrica o depósito fiscal de
ciertos bienes objeto de los impuestos especiales,
la Administración dispondrá del plazo de siete días,
contado a partir de la de presentación de la solicitud
a que se refieren, respectivamente, los apartados
1, 1 y 1 de cada uno de dichos artículos, para
autorizar, en su caso, el reenvío de los productos
a fábrica o depósito fiscal. Dicha solicitud se enten-
derá estimada cuando, transcurrido dicho plazo, no
haya recaído resolución expresa.

Asimismo, la Administración dispondrá de un
plazo de seis meses, contado a partir de la pre-
sentación de la solicitud aludida en el párrafo ante-
rior, para determinar el importe de la cuota que,
en su caso, proceda devolver. Transcurrido dicho
plazo sin resolución expresa se entenderá que el
importe de la cuota cuya devolución procede es
el que se desprende de los datos consignados por
el interesado en la solicitud de referencia.

Una vez recibidos los productos en la fábrica
o depósito fiscal, el depositario autorizado receptor
al que, respectivamente, se refieren cada uno de
los apartados 4, 4 y 4 de los artículos 55, 112
y 124, dispondrán del plazo de un mes, contado
desde la fecha en que el importe de la cuota a
devolver, conforme a lo expuesto en el párrafo ante-
rior, haya quedado determinado por resolución
expresa o presunta, para hacer efectivo dicho
importe al solicitante de la devolución.»

2. El número 10 del párrafo a) del apartado 2 del
artículo 11, «Depósitos fiscales», queda redactado como
sigue:

«10.o No obstante lo establecido en los núme-
ros 2.o, 4.o, 5.o, 6.o, 7.o y 9.o, no será exigible el
cumplimiento de un volumen mínimo de salidas
en relación con la autorización de los siguientes
depósitos fiscales:

Depósitos fiscales que se autoricen exclusiva-
mente para efectuar operaciones de suministro de
bebidas alcohólicas y de labores de tabaco des-
tinadas al consumo o venta a bordo de buques
y aeronaves.

Depósitos fiscales de bebidas alcohólicas y de
labores del tabaco situados en puertos o aeropuer-
tos y que funcionen exclusivamente como estable-
cimientos minoristas, siempre que tengan recono-
cido el estatuto aduanero de depósitos aduaneros
o depósitos francos.»

3. El apartado 1 del artículo 13, «Almacenes fis-
cales», queda redactado como sigue:
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«1. Los empresarios que deseen poner en fun-
cionamiento un almacén fiscal, lo solicitarán de la
oficina gestora correspondiente al lugar de insta-
lación, adjuntando la documentación necesaria
para su inscripción en el registro territorial. Acom-
pañará al escrito una memoria de la actividad que
piensa desarrollar y una estimación razonada del
mercado que espera atender. Asimismo, será con-
dición necesaria para la autorización del almacén
fiscal el que el solicitante se halle al corriente en
el cumplimiento de sus obligaciones fiscales.

La autorización de funcionamiento del almacén
fiscal podrá revocarse en caso de incumplimiento
de las obligaciones establecidas en la Ley y en este
reglamento en relación con la instalación y el fun-
cionamiento del mismo, así como en los casos en
que sus titulares dejen de hallarse al corriente en
el cumplimiento de sus obligaciones fiscales. La
revocación de la autorización de funcionamiento
implicará, en su caso, la regularización de las exis-
tencias de los productos almacenados.»

4. Se añade un segundo párrafo al apartado 5 del
artículo 13, «Almacenes fiscales», con la siguiente redac-
ción:

«Excepcionalmente, cuando productos que no
incorporen trazadores, marcadores o desnaturali-
zadores y que hayan entrado en el almacén fiscal
con aplicación de una exención o un tipo reducido,
no puedan ser enviados, por causas sobrevenidas,
a destinos dentro del ámbito territorial interno para
los que la Ley ha previsto la aplicación de dichos
beneficios, el titular del almacén podrá solicitar de
la oficina gestora que ésta practique la liquidación
de las cuotas correspondientes a dichos productos.
Una vez ingresadas por el titular del almacén dichas
cuotas, éste podrá enviar los productos objeto de
la regularización con cualquier destino.»

5. Se suprime el apartado 3 del artículo 14, «Ul-
timación del régimen suspensivo».

6. Se añade una excepción 5.a al párrafo b) del apar-
tado 1 del artículo 22, «Documento de acompañamien-
to», con la siguiente redacción:

«5.a Cuando se trate de gasóleo al que se apli-
que el tipo establecido en el epígrafe 1.4 que se
traslade desde el lugar donde radique la actividad
empresarial de los consumidores finales autoriza-
dos, de acuerdo con lo establecido en el artículo
106, hasta los distintos emplazamientos en que
pueden encontrarse las maquinarias que precisen
ser repostadas. En estos casos, la circulación del
gasóleo se amparará en la autorización a que se
refiere el párrafo c) del apartado 4 del artículo 106
y en un albarán por cada emplazamiento en el que
se anotarán, para cada máquina y una vez efec-
tuada la operación, los datos identificativos y el
volumen de carburante repostado.»

7. Se añade un nuevo apartado 6 al artículo 22,
«Documento de acompañamiento», con la siguiente
redacción:

«6. El Ministro de Economía y Hacienda podrá
establecer que en todos o en algunos de los supues-
tos de circulación en que proceda la expedición
de un documento de acompañamiento, éste con-
tenga una copia suplementaria que sea enviada
o puesta a disposición de la Administración tribu-
taria con anterioridad al inicio de la circulación que
dicho documento vaya a amparar. Los casos en

que dicha obligación sea exigible y las modalidades
de envío o puesta a disposición de la Administra-
ción tributaria de la referida copia suplementaria
serán determinados por el Ministro de Economía
y Hacienda.»

8. Se añade un nuevo apartado 16 al artículo 26,
«Marcas fiscales» con la siguiente redacción:

«16. En los supuestos de explotación y en los
de envío, por cualquier procedimiento de circula-
ción intracomunitaria, al ámbito territorial comu-
nitario no interno, de productos que incorporen pre-
cintas de circulación, será requisito previo para que
dichas operaciones se consideren autorizadas y, en
su caso, para que el régimen suspensivo se con-
sidere ultimado, el que tales precintas se inutilicen
o destruyan, bajo control de la Administración tri-
butaria, previamente a la salida del ámbito territorial
interno. Tal destrucción o inutilización se llevará
a cabo por el procedimiento previsto en el párrafo
segundo del apartado 5 del artículo 6.»

9. El apartado 1 del artículo 27, «Ventas en ruta»,
queda redactado como sigue:

«1. Con carácter general, la salida de productos
de fábrica, depósito fiscal o almacén fiscal podrá
efectuarse por el procedimiento de venta en ruta
siempre que se haya devengado el impuesto con
aplicación de un tipo ordinario o reducido. La oficina
gestora podrá autorizar el procedimiento de ventas
en ruta para la realización de avituallamientos de
carburantes y combustibles a aeronaves y embar-
caciones con aplicación de una exención.

No obstante, el gasóleo no podrá ser enviado
por el procedimiento de ventas en ruta a un alma-
cén fiscal o a un detallista cuando se haya deven-
gado el impuesto con aplicación del tipo reducido
previsto en el epígrafe 1.4 del apartado 1 del ar-
tículo 50 de la Ley.»

10. El apartado 5 del artículo 34, «Circulación por
carretera», queda redactado como sigue:

«5. Cuando las interrupciones se prolonguen
por más tiempo del previsto o cuando se produzcan
interrupciones no previstas, deberá presentarse el
documento de acompañamiento a la oficina ges-
tora correspondiente al lugar donde se produzca
la interrupción, a otros servicios dependientes del
centro gestor o a los agentes de la Guardia Civil,
que diligenciarán el documento, consignando la
causa de la interrupción y la duración de la misma.»

11. El apartado 1 del artículo 45, «Otras normas
generales de gestión», queda redactado como sigue:

«1. En las fábricas de productos objeto de los
impuestos especiales de fabricación podrán reci-
birse y almacenarse, en régimen suspensivo, pro-
ductos objeto de su actividad, sin necesidad de
que se sometan a operaciones de transformación.

La actividad de una fábrica en relación con los
productos recibidos y almacenados en régimen
suspensivo y no sometidos a operaciones de trans-
formación deberán contabilizarse individualizada-
mente respecto de la de fabricación o transforma-
ción y quedará sometida al cumplimiento de los
mismos requisitos que serían exigibles en relación
con un depósito fiscal en funcionamiento. Además,
la posibilidad de acogerse a lo dispuesto en el párra-
fo anterior queda condicionada a que el volumen
trimestral medio de salidas de la fábrica durante
un año supere las cuantías establecidas en el ar-
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tículo 11 de este Reglamento para la autorización
de depósitos fiscales.

El incumplimiento de las condiciones y requisitos
a que se refiere el párrafo anterior inhabilitará al
titular de la fábrica para acogerse a la posibilidad
contemplada en el primer párrafo de este apartado.
Tal inhabilitación se producirá, en su caso, por
medio de una resolución motivada del centro gestor
previa audiencia al titular de la fábrica.»

12. El artículo 46, «Control de actividades y locales»,
queda redactado como sigue:

«1. Las actuaciones de comprobación e inves-
tigación tributaria en el ámbito de los impuestos
especiales de fabricación se llevarán a cabo por
la Inspección de los Tributos, de acuerdo con lo
dispuesto en el capítulo VI del Título III de la Ley
230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria,
y en el capítulo V de la Ley 11/1998, de 26 de
febrero, de Derechos y Garantías de los Contribu-
yentes.

2. Además y con independencia de lo dispues-
to en el apartado anterior, las actividades y locales
de las fábricas, depósitos fiscales y almacenes fis-
cales estarán sometidas a un control específico por
la Intervención de los Impuestos Especiales de
Fabricación.

3. El control específico a que se refiere el apar-
tado anterior se desarrollará con carácter perma-
nente en relación con las actividades y locales de
la refinerías de petróleo y de las fábricas de alcohol
que tengan una capacidad de producción diaria
superior a 1.000 litros de alcohol puro.

4. Las funciones de Inspección e Intervención
se ejercerán por los correspondientes servicios
dependientes del Departamento de Aduanas e
Impuestos Especiales de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria.»

13. Queda derogado el artículo 47, «Régimen de
Inspección».

14. El artículo 48, que pasa a denominarse «Ré-
gimen de intervención», queda redactado como sigue:

«1. Corresponde a la Intervención de los
Impuestos Especiales de Fabricación el desarrollo
continuado de las siguientes funciones:

a) Controlar el cumplimiento de las obligacio-
nes formales impuestas a los obligados tributarios
por los impuestos especiales de fabricación, rela-
cionados con la inscripción en el registro territorial
de la oficina gestora correspondiente y con la auto-
rización de la actividad y de los establecimientos
donde se introduzcan, transformen, manipulen,
almacenen, comercialicen, destruyan, desnaturali-
cen, marquen o expidan productos objeto de dichos
impuestos.

b) Controlar los productos y las materias pri-
mas que se introduzcan, almacenen o salgan de
los establecimientos sometidos a este régimen,
incluida la extracción de muestras de aquéllos y
aquéllas.

c) Controlar las operaciones de fabricación o
transformación, así como la efectiva aplicación de
los productos en los destinos y procesos declara-
dos, incluidas las correspondientes declaraciones
de trabajo, los partes de resultados y partes de
incidencias, la desnaturalización, destrucción y el
marcado de productos.

d) Comprobar el cumplimiento de lo dispuesto
en este Reglamento, en relación con los sistemas
contables cuya llevanza sea exigible reglamenta-
riamente.

e) Efectuar recuentos de las existencias de
materias primas, productos y marcas fiscales que
se encuentren en los establecimientos sometidos
a este régimen.

f) Verificar que, en las condiciones que le resul-
ten de aplicación, el titular del establecimiento o
actividad sometida a intervención ha cumplido las
obligaciones de presentación de las correspondien-
tes declaraciones de operaciones y declaraciones-li-
quidaciones por impuestos especiales y, en su caso,
ha procedido a efectuar el ingreso de las cuotas
devengadas.

g) El ejercicio por la Intervención de los Impues-
tos Especiales de Fabricación de las funciones a
que se refiere este apartado no tendrá la consi-
deración de comprobación de carácter parcial a
los efectos de lo previsto en el artículo 28 de la
Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y
Garantías de los Contribuyentes.

2. La iniciación, desarrollo y terminación de las
actuaciones de la Intervención, así como los dere-
chos y obligaciones de los titulares de los esta-
blecimientos y actividades frente a aquélla se regi-
rán, con carácter general, por lo dispuesto en el
Reglamento General de la Inspección de los Tri-
butos, aprobado por el Real Decreto 939/1986,
de 25 de abril, con las siguientes particularidades:

a) En atención al carácter continuado del régi-
men de intervención, los titulares de los estable-
cimientos y actividades sometidos a este régimen
deberán permitir, en todo momento y sin necesidad
de comunicación previa, la entrada al estableci-
miento a los funcionarios y agentes de la inter-
vención, a efectos del inicio y práctica de las corres-
pondientes actuaciones.

b) Sin perjuicio de los supuestos en los que
el control sea permanente, los funcionarios y agen-
tes de la intervención podrán permanecer en dichos
establecimientos durante el tiempo necesario para
el ejercicio de sus funciones.

c) En caso de ausencia, los titulares de los
establecimientos y actividades sometidos a este
régimen deberán designar una persona que facilite
el acceso a las instalaciones, así como quien les
represente, con poder bastante, ante aquéllos cuan-
do sea requerido por los mismos.

d) En atención a la índole de los controles lle-
vados a cabo por la Intervención, los titulares de
los establecimientos y actividades sometidos a este
régimen deberán poner a disposición de funcio-
narios y agentes de la Intervención los elementos
de comprobación y medida disponibles en el esta-
blecimiento, así como el personal idóneo para su
utilización.

e) Cuando, conforme a lo establecido en el
apartado 3 del artículo 46 el control específico sea
permanente, los titulares de los correspondientes
establecimientos y actividades deberán proporcio-
nar a los funcionarios y agentes de la Intervención
el local, personal auxiliar y material necesarios para
el ejercicio de sus funciones con carácter perma-
nente.

f) Los titulares de los establecimientos y acti-
vidades sometidos a este régimen deberán adoptar
las medidas de control que los servicios de inter-
vención juzguen oportunas a los fines del apartado
anterior y suministrar todos los elementos de infor-
mación necesarios a dicho efecto.

3. Con el objeto de hacer constar cuantos
hechos o circunstancias tengan relevancia para el
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control de las actividades o establecimientos some-
tidos a este régimen, las actuaciones de la Inter-
vención de los Impuestos Especiales de Fabricación
se documentarán en diligencias, comunicaciones,
informes y actas.

4. Las actas de intervención, que podrán ser
de conformidad o disconformidad según que el inte-
resado haya aceptado íntegramente o no la pro-
puesta de liquidación contenida en las mismas,
serán extendidas cuando, como resultado de los
controles practicados por la Intervención, proceda
regularizar el tratamiento tributario de las opera-
ciones concretas objeto de control bajo este régi-
men.

Las actas de intervención tendrán la conside-
ración de actas previas respecto de las definitivas
que posteriormente pueda extender la Inspección
de los Tributos, y su tramitación se regirá por lo
previsto para dichas actas previas en el Reglamento
General de la Inspección de los Tributos, aprobado
por el Real Decreto 939/1986, de 25 de abril, y
en el resto de normas que sean aplicable a las
mismas.»

15. El segundo párrafo del apartado 4 del artícu-
lo 50, «Controles contables», queda redactado como
sigue:

«No obstante, cuando se trate de productos que
circulen por carretera, los asientos de cargo rela-
tivos a los recibidos en establecimientos habilitados
para almacenarlos en régimen suspensivo o con
aplicación de una exención o tipo reducido y los
asientos de data relativos a los expedidos desde
los mismos establecimientos deberán efectuarse
en el momento de producirse la entrada o salida
que los origina.»

16. El apartado 1 del artículo 102, «Avituallamiento
a embarcaciones», queda redactado como sigue:

«1. El avituallamiento de carburante a embar-
caciones, para beneficiarse de la exención estable-
cida en el párrafo b) del apartado 2 del artículo
51 de la Ley, deberá ajustarse al procedimiento
que se establece en los apartados siguientes. Cuan-
do se trate de buques de las Fuerzas Armadas no
será precisa la incorporación al gasóleo de traza-
dores y marcadores.»

17. Se añade un segundo párrafo al apartado 1 del
artículo 103, «Producción de electricidad, transporte
ferroviario, construcción y mantenimiento de buques y
aeronaves e inyección en altos hornos», con la siguiente
redacción:

«A los efectos de la aplicación de la exención
establecida en el párrafo c) del apartado 2 del
artículo 51 de la Ley, se establecen las siguientes
definiciones:

”Central eléctrica”. La instalación cuya actividad
de producción de energía eléctrica queda compren-
dida en el ámbito de aplicación de la Ley 54/1997,
de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, y cuyo
establecimiento y funcionamiento han sido auto-
rizados con arreglo a lo establecido en el capítu-
lo I del Título IV de dicha Ley.

”Central combinada”. La instalación cuya acti-
vidad de cogeneración de energía eléctrica y de
calor útil para su posterior aprovechamiento ener-
gético queda comprendida en el ámbito de apli-

cación de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre,
del Sector Eléctrico, y cuyo establecimiento y fun-
cionamiento han sido autorizados con arreglo a lo
establecido en el capítulo II del título IV de dicha
Ley.»

18. El apartado 2 del artículo 106, «Aplicación del
tipo reducido del epígrafe 1.4», queda redactado como
sigue:

«2. Sólo podrán recibir gasóleo con aplicación
del tipo reducido (en lo sucesivo denominado ”ga-
sóleo bonificado”), los almacenes fiscales, detallis-
tas y consumidores finales autorizados, con arreglo
a las normas que figuran en los apartados siguien-
tes.

A estos efectos tendrán la consideración de ”con-
sumidores finales” las personas y entidades que
reciban el gasóleo bonificado para utilizarlo, bajo
su propia dirección y responsabilidad, en los fines
previstos en el apartado 2 del artículo 54 de la
Ley o en un uso como combustible.»

19. Se incluye un nuevo párrafo c) en el apar-
tado 4 del artículo 106, «Aplicación del tipo reducido
del epígrafe 1.4», con la siguiente redacción:

«c) En el caso previsto en la excepción 5.a al
párrafo b) del apartado 1 del artículo 22, la oficina
gestora correspondiente al lugar donde radique la
actividad empresarial del consumidor final y previa
solicitud de éste, expedirá una autorización general
que permitirá a aquél llevar a cabo el traslado del
gasóleo, al amparo de los albaranes de circulación
a que se refiere dicha excepción, a los distintos
emplazamientos donde se encuentren las maqui-
narias que precisen ser repostadas.»

20. El párrafo b) del apartado 4 del artículo 116
bis, «Productos comprendidos en la tarifa 2.a», queda
redactado como sigue:

«Los titulares de las fábricas, depósitos fiscales
y almacenes fiscales deberán remitir a la oficina
gestora correspondiente al lugar del establecimien-
to, dentro del primer trimestre de cada año, una
relación de destinatarios a los que se hayan envia-
do, durante el año anterior, productos sensibles con
aplicación de la exención contemplada en el apar-
tado 1 del artículo 51 de la Ley, en cantidad igual
o superior a 50.000 litros. En dicha relación se
indicará, por productos, la cantidad enviada a cada
destinatario.»

21. El apartado 1 del artículo 118, «Prohibiciones
de uso», queda redactado como sigue:

«1. A efectos de lo dispuesto en el aparta-
do 2 del artículo 54 de la Ley se considerarán:

a) ”Motores de tractores y maquinaria agrícola
utilizados en agricultura, incluida la horticultura,
ganadería y silvicultura”. Los motores de tractores
agrícolas, motocultores, tractocarros, maquinaria
agrícola automotriz y portadores a que se refieren
las definiciones del anexo II del Real Decreto
2822/1998, de 23 de diciembre, por el que se
aprueba el Reglamento General de Vehículos y que
se utilicen en las actividades indicadas. A estos
efectos no tendrá la consideración de actividad pro-
pia de la agricultura, incluida la horticultura, gana-
dería y silvicultura, el transporte por cuenta ajena
incluso realizado mediante tractores o maquinaria
agrícola dotados de remolque.

b) ”Motores de maquinaria minera no apta para
circular por vías públicas que se utilice en activi-
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dades reguladas por la Ley 22/1973, de 21 de
julio, de Minas y por la Ley 54/1980, de 5 de
noviembre, de modificación de la anterior”. Los
motores de aquella maquinaria que no haya sido
autorizada para su circulación por vías públicas por
los órganos competentes en materia de tráfico, cir-
culación y seguridad vial y que se encuentre afecta,
de modo exclusivo, a su utilización en las activi-
dades mineras de aprovechamiento, investigación
y explotación incluido el transporte de mineral y
estéril dentro del recinto de una explotación minera.
A estos efectos, se considerarán actividades mine-
ras o actividades reguladas por la citada legislación
minera, aquellas cuyo objetivo es la investigación
y explotación de los recursos minerales a que se
refiere dicha legislación y que estén respaldadas
por la correspondiente autorización administrativa
de aprovechamiento, investigación o explotación
de dichos recursos. En ningún caso podrán utilizar
gasóleo como carburante, con aplicación del tipo
establecido en el epígrafe 1.4 de la tarifa 1.a, los
motores de aquellos artefactos o aparatos que
tengan la condición de vehículos distintos de los
vehículos especiales con arreglo a lo establecido
en las definiciones del anexo II del Real Decreto
2822/1998, de 23 de diciembre, por el que se
aprueba el Reglamento General de Vehículos.»

22. El apartado 1 del artículo 120, «Órganos admi-
nistrativos competentes», queda redactado como sigue:

«1. Los servicios de inspección y de investi-
gación dependientes del Departamento de Adua-
nas e Impuestos Especiales de la Agencia Estatal
de Administración Tributaria serán competentes
para dirigir, coordinar y realizar en el respectivo
ámbito territorial los servicios y actuaciones enca-
minadas al descubrimiento de las infracciones tipi-
ficadas en el artículo 55 de la Ley. La realización
de dichos servicios y actuaciones podrá también
ser llevada a cabo por agentes de las Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad.»

23. El artículo 121, «Expediente de infracción», que-
da redactado como sigue:

«1. La incoación del expediente para la deter-
minación de responsabilidades e imposición de las
sanciones, a que se refiere el artículo 55 de la Ley,
se iniciará de oficio por la oficina gestora a la que
se refiere el apartado 3 del artículo 120 anterior,
por propia iniciativa o en virtud de orden superior
o petición razonada de otros órganos.

2. Descubierta la comisión de una infracción,
se procederá a extenderse la oportuna diligencia,
en la que se reflejará:

a) Lugar y fecha de actuación.
b) Datos de identificación del vehículo o embar-

cación, con expresión, en caballos fiscales, de la
potencia del motor.

c) Nombre, apellidos, domicilio, NIF, y docu-
mento nacional de identidad o pasaporte del con-
ductor del vehículo o del patrón de la embarcación,
así como del propietario, indicando el código de
identificación si la titularidad correspondiera a per-
sona jurídica.

d) Constancia de la clase y características del
carburante o combustible utilizado, indicando colo-
ración y, en su caso, resultado del ensayo con reac-
tivo químico.

e) Diligencia de toma de muestras debidamen-
te autentificada, en el supuesto de que el interesado
mostrara su disconformidad respecto de la clase

y características del producto reseñados en la dili-
gencia.

f) Declaración del interesado sobre fecha, lugar
y suministrador del último aprovisionamiento rea-
lizado, reseñándose los datos del documento acre-
ditativo si así lo justificare.

g) Cualquier otra circunstancia de interés para
la apreciación y calificación de los hechos.

h) Firma de los agentes actuarios y del con-
ductor o usuario del vehículo o del patrón de la
embarcación, quienes podrán manifestar cuanto
estimen oportuno respecto de los hechos reseña-
dos en la diligencia.

La diligencia, en unión de las muestras que
hubieran sido extraídas, se remitirá el mismo día
o el más próximo si ello no fuera posible, al jefe
de la oficina gestora competente para iniciar el pro-
cedimiento sancionador.

3. Recibida la diligencia, el jefe de la oficina
gestora dispondrá la incoación del oportuno expe-
diente, designando al efecto instructor del mismo.

La iniciación del procedimiento sancionador se
comunicará a los interesados para que formulen,
con anterioridad al trámite de audiencia, las ale-
gaciones y aporten los documentos, justificaciones
y pruebas que estimen convenientes.

El instructor podrá recabar los informes y actua-
ciones complementarias que estime oportunos, y
solicitará del centro gestor la remisión de los ante-
cedentes que obren en el correspondiente registro
sobre los presuntos infractores, a efectos de apre-
ciación de la circunstancia de comisión repetida
de infracciones por alguno de aquéllos. Asimismo,
remitirá una de las muestras extraídas a alguno
de los Laboratorios de Aduanas e Impuestos Espe-
ciales para su análisis, quedando las restantes bajo
su custodia.

4. La incoación del expediente se comunicará
a la Jefatura Provincial de Tráfico o a la Capitanía
Marítima que corresponda a la matrícula del ve-
hículo o de la embarcación, a fin de que los suce-
sivos adquirentes tengan conocimiento de que, de
la resolución del mismo, puede recaer la sanción
del precintado e inmovilización.

5. Concluidas las actuaciones y el plazo de ale-
gaciones, se formulará propuesta de resolución que
será notificada a los interesados en el procedimien-
to sancionador, indicándoles la puesta de manifies-
to del expediente, así como la posibilidad de alegar
cuanto consideren conveniente y presenten los
documentos, justificantes y pruebas que estimen
oportunos.

6. A la vista de la propuesta formulada por el
instructor del procedimiento sancionador y de los
documentos, pruebas y alegaciones que obren en
el expediente, el jefe de la oficina gestora dictará
resolución motivada del procedimiento sanciona-
dor.

7. En la configuración del expediente sancio-
nador, tramitación, plazos, representación en el pro-
cedimiento y tramitación abreviada, se estará en
lo no previsto en esta norma, a lo establecido para
el desarrollo del procedimiento sancionador en el
Real Decreto 1930/1998, de 11 de septiembre,
por el que se desarrolla el régimen sancionador
tributario y se introducen las adecuaciones nece-
sarias en el Real Decreto 939/1986, de 25 de
abril, por el que se aprueba el Reglamento General
de la Inspección de los Tributos.

8. Notificado el acuerdo a los infractores, y sal-
vo que se haya acordado la sustitución a que se
refiere el apartado 4 del artículo 55 de la Ley, el
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titular del vehículo o de la embarcación lo situará,
en su caso, a disposición del Jefe de la oficina
gestora para su inmovilización y precintado, de
cuya operación se dará cuenta a la Jefatura Pro-
vincial de Tráfico o a la Capitanía Marítima que
corresponda a su matrícula. Los gastos originados
por la inmovilización y precintado serán de cuenta
del titular.

Las sanciones pecuniarias habrán de hacerse
efectivas en los plazos establecidos en el Regla-
mento General de Recaudación y por alguno de
los medios de pago de las deudas tributarias que
en el mismo se establecen.

9. Una vez que hayan adquirido firmeza los
fallos dictados, las oficinas gestoras lo comunicarán
al centro gestor, para su constancia en el registro
a que se refiere el apartado 4 del artículo 120
anterior.

10. El acuerdo del jefe de la oficina gestora
será recurrible en la vía económica-administrativa,
en los términos legalmente previstos.»

Disposición adicional primera. Marcas fiscales en
labores del tabaco enviadas a Ceuta y Melilla.

De acuerdo con la previsión contenida en el apartado
cuatro, punto 2, del artículo 68 de la Ley 13/1996,
de 30 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas
y del orden social, la obligación de destruir o inutilizar
las marcas fiscales que incorporen labores del tabaco
que se exporten, establecida en los artículos 6.5 y 26.16
del Reglamento de los Impuestos Especiales, será tam-
bién exigible en relación con las que tengan por destino
Ceuta o Melilla desde la fecha de la entrada en vigor
del presente Real Decreto.

Disposición adicional segunda. Referencias a norma-
tivas sectoriales.

Las referencias contenidas en el Reglamento de los
Impuestos Especiales a la Ley 38/1985, de 22 de
noviembre, del Monopolio Fiscal de Tabacos, y a la Ley
34/1992, de 22 de diciembre, de Ordenación del Sector
Petrolero, deberán entenderse hechas, respectivamente,
a la Ley 13/1998, de 4 de mayo, de Ordenación del
Mercado de Tabacos y Normativa Tributaria, y a la Ley
34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos.

Disposición adicional tercera. Régimen de Matrícula
Turística.

No obstante lo dispuesto en la disposición final sexta
del Real Decreto 2822/1998, de 23 de diciembre, por
el que se aprueba el Reglamento General de Vehículos,
la entrada en vigor de lo previsto en el párrafo a) de
la disposición derogatoria segunda de dicho Real Decreto
tendrá lugar el día 1 de enero de 2001.

Disposición final primera. Habilitación normativa.

Se autoriza al Ministro de Economía y Hacienda para
dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y
cumplimiento de lo establecido en el presente Real
Decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid a 23 de diciembre de 1999.
JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Segundo del Gobierno
y Ministro de Economía y Hacienda,

RODRIGO DE RATO Y FIGAREDO

24788 REAL DECRETO 1966/1999, de 23 de di-
ciembre, por el que se modifican e introducen
diversas normas tributarias y aduaneras para
su adaptación a la introducción del euro
durante el período transitorio.

Desde el 1 de enero de 1999, la unidad del sistema
monetario nacional es el euro. La introducción de esta
nueva moneda supone importantes cambios en el orde-
namiento jurídico español que han sido regulados, de
forma general, por la Ley 46/1998, de 17 de diciembre,
sobre introducción del euro y una serie de normas que
la desarrollan.

Esta Ley, que incorpora el «Estatuto jurídico del euro»
y las disposiciones para facilitar la introducción de la
moneda única, cubre todas las áreas del ordenamiento
jurídico que se ven afectadas por la implantación de
la nueva moneda nacional, incluyendo las cuestiones
tributarias; asimismo, para evitar repeticiones innecesa-
rias y una excesiva complejidad normativa, establece
en sus artículos 6 a 10, ambos inclusive, un elenco de
los principios y efectos que gobiernan la modificación
del sistema monetario español. De esta forma, se dispone
de un marco jurídico preciso y completo para determinar
la incidencia del euro en el derecho español.

La sustitución de la peseta (que se mantiene como
subdivisión no decimal del euro a lo largo de un período
transitorio que terminará el 31 de diciembre del año
2001) por el euro no es considerada, debido al efecto
de continuidad, como un hecho jurídico y, por la misma
razón, no aparece ningún hecho imponible, susceptible
de ser gravado por cualesquiera componentes del sis-
tema tributario español.

En estas circunstancias, la citada Ley 46/1998 limita
sus menciones en las disposiciones relativas al derecho
tributario a regular aquellos aspectos específicos en que
la transición al euro pudiera provocar dificultades de ges-
tión tributaria o, en su caso, suscitar dudas acerca del
nacimiento de nuevos hechos imponibles. De esta forma,
junto con la remisión que los impuestos empresariales,
en particular, el artículo 10.3 de la Ley 43/1995, de
27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, hacen
al ordenamiento contable, desarrollado expresamente en
el artículo 27 de la Ley 46/1998, se evita una compleja
regulación jurídica del impacto tributario derivado de la
introducción del euro, lo que hubiera dañado la seguridad
jurídica e ido en contra de los principios y efectos que
gobiernan la modificación del sistema monetario espa-
ñol.

De otro lado, y para facilitar la adecuación del sistema
tributario al euro, la Agencia Tributaria elaboró un plan
detallado para la transición al euro, de fecha 27 de julio
de 1998, que ha permitido la adaptación de la gestión
tributaria a lo dispuesto en el artículo 33 de la Ley
46/1998; en particular, las cuestiones referentes a los
modelos de declaración y autoliquidación tributarias.

Por último, diversas disposiciones reglamentarias,
como el Real Decreto 2814/1998, de 23 de diciembre,
por el que se aprueban las normas sobre los aspectos
contables de la introducción del euro, han permitido
cubrir, prácticamente sin problemas, la incidencia del
euro en las normas y en la gestión tributaria durante
los primeros meses del período transitorio.

En cualquier caso, la disposición final primera de la
Ley 46/1998 habilita al Gobierno para desarrollar regla-
mentariamente esta Ley; asimismo, en cuestiones fis-
cales se han producido algunos desarrollos legales, como
ha sucedido, por ejemplo, con la disposición adicional
primera del Reglamento del Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas, aprobado por el artículo único
del Real Decreto 214/1999, de 5 de febrero.

Transcurridos algunos meses desde la entrada oficial
del euro, el 1 de enero de 1999, se considera necesario


